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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Jorge Orrico. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Diego Cánepa, Fernando Isabella, Luis Alberto 
Lacalle Pou, Alvaro F. Lorenzo y Javier Salsamendi. 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Quiero comunicar que están presentes la señora Gabriela Rodríguez López y el señor Rodolfo Perdomo 
Rodas, que son estudiantes en régimen de becarios por el plan de Naciones Unidas para el Desarrollo. Ellos 
nos han solicitado la posibilidad de estar aquí y me he tomado el atrevimiento de autorizarlos. Van a trabajar 
con nosotros en tareas administrativas, pero sobre todo quieren conocer el funcionamiento de la Comisión. 


El tema que vamos a considerar es el fideicomiso médico, pero antes vamos a analizar la propuesta del señor 
Diputado Alonso que exceptúa las sanciones y multas previstas por la ley a los ciudadanos mayores de 
setenta y cinco años que no votaran. 


SEÑOR ALONSO.- Como en la sesión en que íbamos a proceder a votar, el Partido de Gobierno se 
mostró dispuesto a encontrar una salida para transitar juntos, decidí tratar de mejorar el proyecto 


procurando tomar la idea general de la exposición de motivos. Pretendemos dar una respuesta a la 
necesidad de contemplar las dificultades de los ciudadanos mayores de determinada edad para cumplir 
con la obligatoriedad del voto. Para ello el proyecto de ley determinaba la excepción para todas las 
sanciones a aquellos que tuvieran más de setenta y cinco años. 


Al leer la exposición de motivos queda claro que hay un elemento que es difícil de establecer: ¿en el Uruguay 
de hoy se puede decir que una persona de setenta y cinco años es un anciano? ¿Se puede generalizar diciendo 
que a los setenta y cinco años la mayor parte de los ciudadanos tienen dificultades físicas o quedan expuestos 
a empeorar su condición de salud por el hecho de trasladarse un día para ir a votar? Creo que no. En la 
exposición de motivos se trata de explicar que se quiere contemplar esa situación. Además, me consta que la 
idea original fue establecer la edad de setenta años, y teniendo en cuenta la realidad actual del país y la 
calidad de vida de sus habitantes, los setenta y cinco años parece una edad mejor. Entonces es claro que se 
presenta la dificultad de la generalidad. 


Por otra parte, el principal obstáculo que se maneja en la exposición de motivos es que el ciudadano se ve 
enfrentado a la necesidad de hacer gestiones que son complejas y que muchas veces lo obligan a trasladarse, 
exponiéndose a una situación más incómoda que la de ir a votar. Si tiene que justificarlo, de acuerdo con las 
normas vigentes, tiene que pedir que su mutualista le expida un certificado y esto no siempre es sencillo 
porque a veces no hay una cobertura médica bien identificada. Por ello, hay que tener en cuenta que hay 
gente de determinada edad a la que no le podemos reclamar que cumpla una serie de requisitos a fin de 
demostrar que tiene dificultades para votar. 


Hoy la norma establece que aquellos que tienen problemas de salud quedan exonerados del pago de la multa. 
Lo que incorporamos en esta iniciativa es que los ciudadanos que tengan setenta y cinco años de edad podrán 
acceder a la excepción presentando un certificado, para cuya presentación se amplía el plazo original, de 
treinta a sesenta días. Además, se dispone que ese certificado probatorio lo podrá expedir un médico - 
genéricamente, es decir, no tiene por qué ser un hospital, un sanatorio o una mutualista, con lo que se 
facilitaría mucho el trámite- y que tendrá una vigencia de hasta seis meses desde la fecha de su expedición, 
habida cuenta, entre otras cosas, que ahora tenemos procesos electorales que obligan a una persona a votar 
dos veces en dos meses. 


Por lo tanto, lo que intentamos con los compañeros de Partido -con quienes estuvimos conversando al 
respecto y se asumió como un planteamiento de Partido- es simplificar los trámites para ampararse en la 
excepción, asumiendo que en Uruguay, si bien no todos, hay muchos ciudadanos con setenta y cinco años 
que todavía tienen plena actividad económica, laboral y de todo tipo. 


Acepto que este planteamiento cambia la herramienta elegida, pero modificando la exigencia actual 
flexibilizándola particularmente en el caso de esos ciudadanos que tienen esta edad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, se hizo referencia a las generalidades de la ley; la ley es una 
norma jurídica general, impersonal y abstracta. Naturalmente, cuando se fija un límite cualquiera - 
por ejemplo, los dieciocho años para alcanzar la capacidad plena en materia civil o los setenta y cinco 
años para quedar exonerado de sanciones si no se vota-, siempre hay cierto grado de arbitrariedad. 


Noto que en esta iniciativa se establece un cambio, no sé si filosófico pero sí muy profundo respecto de lo 
que se propone. En realidad, el proyecto original establece que a los setenta y cinco años un individuo que no 
vota no recibirá sanciones con la sola presentación de su documento de identidad, con lo cual se facilita 
enormemente la prueba de la circunstancia que exime de la multa. 


¿Por qué se diseñó así este proyecto? En primer lugar, porque en Uruguay hay una realidad, ya que la gente 
no cambia sus credenciales, lo que genera una serie de traslados el día de las elecciones, que todos 
conocemos. Somos muy pocos los que cambiamos nuestras credenciales y la gente conserva su credencial 
original. 


En este proyecto se cambia por un certificado médico, que tendrá seis meses de vigencia; está bien, pero 
tengo algunas dudas. Reitero, lo que cambia es que el certificado médico tendría seis meses de vigencia. 


SEÑOR ALONSO.- Creo que es mucho más importante el tema de la obtención del certificado médico, 
ya que para ello se presentan ciertas dificultades. En primer lugar, hay que pedir hora con un médico, 
luego esperar a que este atienda al paciente, le realice un estudio y después emita un certificado. Lo 
que nosotros proponemos es que la emisión del certificado se deje librada simplemente a un médico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, no sé qué es lo que va a certificar el médico. ¿Acaso va a 
certificar que tiene setenta y cinco años? No; lo que estaría certificando el médico es que tiene setenta y 
cinco años de edad y que está imposibilitado de trasladarse al local de votación. Entonces, el único 
cambio que hay es que el individuo que tiene más de setenta y cinco años y está enfermo, en lugar de 
solicitar un certificado con determinadas condiciones, solo necesita uno expedido por cualquier 
médico. Pero el médico no va a certificar que esa persona tiene setenta y cinco años, porque ello está 
muy lejos de sus atribuciones. Por lo tanto, se cambia radicalmente lo que nosotros hemos propuesto. 


SEÑOR ALONSO.- Creo que no fui claro. 


Actualmente todos los ciudadanos que tienen un problema de salud, tengan la edad que tengan, quedan 
exceptuados de votar y deben presentar un certificado médico con determinadas características y plazos. La 
bancada de Gobierno propuso exonerar genéricamente a todas aquellas personas que tengan más de setenta y 
cinco años. Entonces, para todas aquellas personas que tengan menos de setenta y cinco años rige el régimen 
actualmente vigente, es decir, el de presentar un certificado médico emitido por una mutualista en 
determinado plazo, y para todos aquellos que tengan más de setenta y cinco años de edad se flexibiliza esa 
exigencia. 


Lo que se propone es que el certificado no tenga que ser expedido por una mutualista o un hospital, sino por 
un médico, que su vigencia sea más amplia, y que el plazo para su presentación sea de sesenta días, corriendo 
a partir de la fecha de la elección, ya que en el régimen actual el plazo es de treinta días. Entonces, todos 
aquellos que tengan menos de setenta y cinco años, padezcan alguna enfermedad o tengan algún 
impedimento, tienen treinta días para presentar un certificado que debe ser expedido por una mutualista o un 
hospital, y aquellos que tengan más de setenta y cinco años de edad, tienen sesenta días para presentar dicho 
certificado, el que tiene una vigencia de seis meses, y puede ser expedido por cualquier médico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto cambia radicalmente lo que nosotros decimos. Nosotros simplificamos 
las cosas al máximo estableciendo que aquellas personas que tienen más de setenta y cinco años quedan 
exoneradas con la sola presentación de la cédula de identidad. De manera que este proyecto no estaría 
en la línea de lo presentado por la bancada de Gobierno; es bastante distinto. 


SEÑOR CÁNEPA.- Cuando se planteó el tema por primera vez tuvimos un intercambio de opiniones 
en la Comisión. Recuerdo haber planteado nuestra posición en esa oportunidad y que el señor 
Diputado Lorenzo formuló alguna de sus dudas primarias con respecto a alguno de los argumentos 
que ahora está utilizando el señor Diputado Alonso, del Partido Nacional. 


Más allá de eso, creo que se está haciendo un esfuerzo para acercar las posiciones, lo cual es valorable. La 
intención en cuanto a este proyecto -que parece pequeño pero es importante- es llegar a un punto de acuerdo 
entre el Gobierno y la oposición. 


De todos modos, creo que hay dos cosas distintas. En primer lugar, me congratulo con que estemos de 
acuerdo en que exonerar sanciones y multas en el ejercicio del voto bajo determinada característica no es un 
elemento inconstitucional; creo que ese es un avance. Es importante destacarlo, porque no estamos quitando 
la obligatoriedad del voto, sino que simplemente estamos exonerando la sanción. El Presidente de la 
Comisión, el señor Diputado Orrico, planteó muy bien que el argumento no se basa en que a los setenta y 
cinco años hay gente que está imposibilitada o no de votar, si tiene capacidad o no, sino, ya que cualquier 
edad que se incluya en cualquier norma que votamos en la Casa es absolutamente discrecional. Lo que 
estamos proponiendo es que aquellas personas que tienen más de setenta y cinco años y no tienen la 
posibilidad de votar queden exoneradas de las multas. Nosotros no hemos realizado un estudio científico al 
respecto -creo que no se ha hecho- pero la realidad indica que se dan dos circunstancias. Por eso creo que 
debemos analizar un poco más el proyecto presentado por el señor Diputado Alonso. 


En la Ley N? 16.017 se prevé que si una persona está imposibilitada de votar, sin importar su edad, queda 
exonerada de multas y sanciones. Lo que veíamos era que esto se aplicaba mayormente a las personas de 
mayor edad. Si vamos a una casa de salud los días de elecciones podremos observar que una gran cantidad de 
médicos van a certificar a las personas internadas, ya que se trata de personas que no se pueden trasladar por 
sus propios medios y sus familiares no los van a buscar para llevarlos a votar. 


Lo que intenta este Gobierno -este es un problema que algún día deberíamos encarar con seriedad, ya que las 
casas de salud pululan en Montevideo desde hace algunos años- es asumir la realidad, ya que una gran 
cantidad de personas no está en condiciones de votar. Pusimos el tope de setenta y cinco años en forma 
discrecional. Por supuesto que aquellas personas de esa edad y más, que estén en condiciones de votar, lo van 
a hacer -tuvimos que establecer una edad a fin de avanzar en el tema-, pero aquellas que no puedan hacerlo 
no deberán hacer ese trámite engorroso para conseguir un certificado médico, por supuesto, para justificar 
situaciones razonables. 


Lo que estamos haciendo es exonerar de multas y sanciones a quienes no puedan concurrir a votar y tengan 
setenta y cinco años o más mediante la presentación de la cédula de identidad. 


Lo que hace el señor Diputado Alonso es ir a un paso intermedio. Él propone que mantengamos el requisito 
del certificado médico pero que tengamos elasticidad en los criterios a manejar para aquellas personas 
mayores de setenta y cinco años. La propuesta consiste en otorgar un plazo mayor al actual, que sería de 
sesenta días, que el certificado tenga una vigencia de seis meses y que sea expedido por un médico. Creo que 
el segundo inciso de ese proyecto marca una diferencia con el primero, al establecer el certificado sea 
expedido por un médico sin que este deba pertenecer a una mutualista o a Salud Pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que sería difícil encontrar un médico que no trabaje en Salud Pública o 
en una mutualista. Pienso que el 99,9% de los médicos del Uruguay trabajan en mutualistas o en Salud 
Pública; prácticamente no hay médicos privados, salvo en especialidades que no expiden certificados, 
como por ejemplo los cirujanos plásticos. 


SEÑOR CÁNEPA.- Entonces, teniendo en cuenta el planteo realizado, más allá de que hay una 
diferencia en cuanto a las soluciones propuestas, como no es imprescindible resolver este tema en el día 
de hoy, creo que podríamos pasar este tema para la semana que viene a fin de analizarlo y ver si 
podemos acercar el proyecto que presentó el Partido Nacional -el señor Diputado Alonso presentó un 
informe por escrito- al propuesto por el Gobierno. Si para la semana que viene no logramos un 
acuerdo o vemos que las diferencias son insalvables lo pondríamos a votación. Reitero que podríamos 
tomarnos una semana para trabajar sobre estos dos proyectos con el fin de avanzar en algún tipo de 
acuerdo. 


Entonces, vamos a pasar este tema para la semana que viene. 


Por otra parte, la Mesa informa que hoy a la hora 16 la Comisión va a recibir a la bancada femenina 
bicameral para que nos comuniquen su posición sobre el proyecto del Registro de Deudores Alimentarios, 
que está a estudio. Las colegas han solicitado una entrevista y se las he concedido con la prontitud que el 
asunto requiere. El régimen de trabajo de esta Comisión consiste en que el miércoles de mañana se tratan 
proyectos y, por la tarde, se reciben delegaciones. Por lo tanto, asimilé a las colegas a una delegación y por 
eso vienen hoy a hablar del tema que, como ustedes saben, lo estuvieron debatiendo en esta Casa a raíz de un 
encuentro donde se resolvió, entre otros asuntos, impulsar el proyecto de Registro de Deudores Alimentarios, 
lo que no implica de ninguna manera expedirse sobre el fondo de este asunto; simplemente, vamos a oir a la 
gente que está trabajando en esto. 


SEÑOR LACALLE POU.- Creo que la bancada femenina bicameral no es un órgano de esta Cámara. 
O sea que si mañana piden una audiencia todas las senadoras y todas las Diputadas y el Diputado 
Lorenzo, estaría bien. Yo brego por la igualdad de género, pero me parece que ya está en el ánimo de 
cada uno de los integrantes de esta Comisión votar a favor de este proyecto. Además, no creo que esta 
sea una iniciativa que sensibilice o que importe mayormente al género femenino; inclusive, en el 
período pasado, quien habla fue el que pidió que se votara este proyecto porque me parecía muy 
bueno; supongo que esto debe constar en la versión taquigráfica. No vamos a tener inconveniente en 


venir, pero me parece que son prácticas que nos van a ir acostumbrando a que haya subsectores. Si 
bien cada uno tiene sus condiciones, para mí, somos todos iguales. Entonces, por el solo hecho de ser 
mujer y pertenecer a la Cámara de Diputados no están conformando un órgano. 


SEÑOR CÁNEPA.- Anuncio que voy a faltar con aviso. 
SEÑOR ALONSO.- Anuncio que voy a faltar con aviso. 


SEÑOR LACALLE POU.- Anuncio que voy a faltar con aviso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La comunicación está hecha y este Presidente ha tomado la resolución de 
recibirlas. 


(Se suspende la versión taquigráfica) 


La Mesa informa que el jueves de la semana que viene, a la hora 14, concurrirá a la Comisión el señor 
Subsecretario de Educación y Cultura. 


Pasamos a considerar el proyecto de fideicomiso destinado a la reparación civil del daño provocado por mala 
praxis médica. 


En el repartido a estudio tenemos el proyecto original y las sugerencias que hace la Cátedra de la Derecho 
Civil de la Facultad de Derecho de la Universidad de la República; aclaro que fue un planeo personal de la 
doctora Szafir. 


Antes de comenzar la discusión del proyecto, quiero hacer solamente una mención. Este proyecto tiene por 
objeto asegurar y empezar a transitar otro camino. Por ejemplo, es imprescindible un seguro de 
responsabilidad civil obligatorio de automóviles. Este proyecto tiende a que en el Uruguay se comience a 
transitar por un camino que lleve a que cada persona que recibe un daño en forma culpable debe ser reparada. 
Reparar significa volver las cosas al estado en que estaban antes que el daño se produjera. Para mí - 
perdónenme que hable en primera persona, porque no quiero ocultarme en un "nosotros"- todo proyecto que 
limite una responsabilidad del tipo que fuera a un monto determinado, está mal. La reparación debe ser de 
acuerdo a la entidad del daño causado. 


Entonces, este proyecto crea un fideicomiso. ¿Qué es un fideicomiso? Es un patrimonio de afectación. 
Significa que es un patrimonio destinado exclusivamente a una finalidad. ¿Cuál es la finalidad? Reparar los 
daños que puedan eventualmente provocarse por mala praxis médica. Esto no altera para nada la teoría de la 
responsabilidad ni cómo se logra una reparación. Se tendrá que hacer un juicio, donde se defenderá al médico 
y al fideicomiso. Reitero, se crea un patrimonio de afectación con un fin determinado. 


Ese patrimonio de afectación está administrado por un representante de la Facultad de Medicina, uno de la 
Academia Nacional de Medicina, uno de la FEMI, uno del Sindicato Médico y uno del Ministerio de Salud 
Pública. Esas personas tienen carácter honorario y el fideicomiso como tal no tiene fines de lucro, sino 
solamente de protección a los dañados, o sea a los consumidores del servicio de salud. Además, pretende dar 
la tranquilidad necesaria a los médicos, sabiendo que están protegidos en la eventualidad de un error mientras 
ejercen su profesión. Como sabemos, los errores son humanos y nadie está exento. El cero error no existe en 
la actividad humana. 


El proyecto busca crear un aporte obligatorio con muy poco dinero. Se calcula US$ 8 o $ 192 por mes por 
médico. Naturalmente, hay que establecer reglamentaciones, especificar las especialidades de riesgo, si los 
recién egresados van a pagar o no o por cuánto tiempo no pagan. Esto surge todo de una reglamentación que 
tienen que hacer los propios administradores de este fideicomiso. 


Este es el texto del proyecto, que en su momento se discutió con la Cátedra de Derecho Civil. Tuve el honor 
de hablar con el profesor Gamarra que fue quien me derivó a otra gente. De manera que me parece que esta 
iniciativa cubre una necesidad apelando a la solidaridad entre todos los que ejercen la medicina en el 
Uruguay, buscando que todos -no solo un grupo selecto de gente que pueda pagar seguros, que son muy 
caros- estén protegidos frente a posibles errores de los cuales nadie está libre. 


SEÑOR LACALLE POU.- Creo que el señor Presidente, como redactor del proyecto y junto con sus 
asesores ha tomado contacto con una realidad, con un drama que sucede hoy en día cuando por mala 
praxis o por errores que comete un profesional de la medicina, se realizan algunas acciones que deben 
ser reparadas. Podríamos discutir -y no es que yo tenga posición formada- acerca de la cuantía y de la 
acotación de la responsabilidad o no. No sé si el vehículo para solucionar estos temas es el que plantea 
el señor Presidente. ¿Por qué no? Porque, suponiendo que nosotros fuéramos un grupo de 
profesionales de la medicina, puede ocurrir que el doctor Salsamendi por negligencia o impericia se 
equivoca en una operación, y nosotros estaríamos sociabilizando su error, porque todos vamos a estar 
aportando a un fideicomiso. No sé si es justo que obliguemos -este es el elemento más trascendente- a 
todos los profesionales de la salud a aportar a ese fondo. ¿Por qué lo estamos obligando? Porque en el 
artículo 3", inciso segundo del proyecto del señor Diputado Orrico dice que ninguna institución pública 
o privada puede abonar sueldos a los médicos que no acrediten estar al día con los fondos. Entonces, lo 
que estamos generando hoy es la obligatoriedad por parte de los profesionales de la salud a aportar a 
este fondo sin perjuicio de mi voluntad o no de que se sociabilicen mis errores o los de mis colegas. Me 
parece que esa debe ser una definición que todos tenemos que tener antes de entrar a la consideración 
o aprobación de este proyecto de ley. 


Yo no conozco la opinión de todos los médicos ni lo voy a hacer porque tendría que consultarlos de a uno, 
pero el médico de Cerro Colorado en Florida, que atiende una policlínica rural, va a estar obligado a hacer un 
aporte de US$ 8, nadie le va a ir a consultar y puede ser responsable de la equivocación de un profesional de 
la más prestigiosa mutualista del Uruguay con los mejores elementos tecnológicos que podría haber evitado 
errores si se hubiera conducido con los deberes de un buen profesional. Este error también lo pagará el 
médico de Cerro Colorado, departamento de Florida. Pongo este ejemplo, pero podría citar cientos. 


El concepto es: hacemos este fideicomiso compulsivo o lo hacemos voluntario. Seguramente, si lo hacemos 
voluntario cambia desde la conformación y los aportes. Entiendo el concepto del señor Presidente. Si se 
establece un seguro contra terceros para automóviles automáticamente las pólizas bajarán, porque quien tiene 
un automóvil es aportante de una institución aseguradora. No soy un conocedor de la medicina; sé que el 
señor Presidente lo es por haber trabajado en ese ámbito por lo que me gustaría que me respondiera estas 
interrogantes. No sé si estoy en condiciones de comenzar una votación sobre este tema ya que no sé si 
comparto los conceptos ni la filosofía, salvo que el Presidente me convenza de lo contrario. 


SEÑOR ALONSO.- Indudablemente, este es un tema que afecta a cierta parte de la población y, en 
muchos casos, lleva a los profesionales médicos a que no puedan desempañar bien las funciones que 
son tan importantes para la vida de la sociedad. Yo tengo una familia de médicos. Además, estamos 
siempre en contacto con médicos y más aún cuando tenemos más kilometraje. 


He visto de cerca -no necesariamente en la familia- la exposición que tienen y la falta de cobertura y el riesgo 
a que cada vez más se sienten expuestos por la posibilidad de que terminen siendo objeto de un juicio por 
mala praxis. Sucede muy a menudo que meses o años después de que un médico dejó de trabajar se le 
presenten demandas de mala praxis porque, indudablemente, empieza a funcionar la industria. Alguna otra 
vertiente profesional empieza a inducir a una reparación a las víctimas. 


Indudablemente, este es un tema muy importante y es bueno trabajar en él. 


Creo que esta iniciativa tiene algunos aspectos destacables y otros sobre los que tengo algunas dudas. Yo 
estoy muy abierto a trabajar en este tema y, según lo que he leído en el articulado original, veo que se va en 
un sentido adecuado. 


Una de las dudas que tengo es en cuanto a la viabilidad económica del proyecto. Consulto si se han hecho 
cálculos actuariales para saber si con la cifra que estamos manejando se puede nutrir un fondo que permita 
atender los reclamos que puedan llegar a darse en el funcionamiento del sistema. Eso es básico. Podemos 
tener la mejor buena voluntad y suponer que la cifra es tolerable por parte de los profesionales -que, en 
principio, lo sería porque en este caso es absolutamente mínima-, pero lo peor que podríamos hacer es tratar 
de resolver un tema con un instrumento que ingrese en un espiral de desfinanciamiento que lo haga inviable. 


No dejo de estar en el camino de convencerme de la obligatoriedad de la utilización de este instrumento. Me 
refiero a que si hubiese un paso intermedio, cierta posibilidad de elección por parte del profesional de 


incorporarse o no a esto, entiendo que se atenuaría una de las críticas que, por ejemplo, manejaba el señor 
Diputado Lacalle Pou pero, repito, no es para mí un tema principal. Desde mi punto de vista, lo prioritario es 
que no haya una situación de desamparo, de ausencia de regulación y de instrumentación con respecto a algo 
que afecta a un núcleo muy importante de ciudadanos e, indirectamente, a toda la sociedad. 


Estas son las dos consideraciones que, por ahora quería hacer. La primera es de orden práctico y si ese 
cálculo está sería bárbaro conocer cómo se hizo y quién lo hizo. Si no se ha hecho, sería algo a profundizar, y 
lo digo sin ánimo de dilatar nada. En Uruguay hay excelentes profesionales en materia de cálculos 
actuariales, muchos trabajan para el Banco de Previsión Social y otros para el Banco de Seguros y son los 
que permiten tener una identificación de cómo se pueden manejar estas situaciones. 


SEÑOR LORENZO.- El planteamiento del señor Diputado Alonso es muy criterioso y razonable. 
Inclusive, está la Superintendencia de Seguros que puede ser la institución que, de alguna manera, 
regule esto. Lo digo porque hay que ver dónde se pone la reglamentación de este mecanismo para que 
cumpla los fines para los que es creado, es decir, que cubra efectivamente el riesgo y sea eficaz. Como 
no se hizo referencia a la Superintendencia que parece estar en el lugar adecuado, quería mencionarla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir que no tengo cálculos oficiales, aunque sí se hicieron. 


Hay que tener en cuenta dos parámetros: la cantidad de médicos en ejercicio y los montos de los fallos que 
condenan al pago de indemnización por pago médico. Creo que los montos por los fallos rondan los 

US$ 80.000 y US$ 120.000 al año. Lo que se recaudaría sería infinitamente superior a esa suma y con una 
muy fácil recaudación por el esquema de atención de salud que tenemos en Uruguay. 

SEÑOR LACALLE POU.- Es un impuesto. 

SEÑOR PRESIDENTE.- No lo es desde el punto de vista jurídico porque exige algo a cambio. 


SEÑOR LACALLE POU.- Es una tasa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tampoco, pero no quiero discutir la naturaleza jurídica de esto y no responde 
a la pregunta del señor Diputado Alonso, a quien quiero contestar porque me parece que esto es fértil. 


SEÑOR ALONSO.- Volviendo a la viabilidad económica, las cifras que acaba de manejar el señor 
Presidente son globales. También tenemos que conocer que en la medida en que se ponga en práctica 
un mecanismo de este tipo, se va a facilitar que se pague la indemnización, en el caso de que haya que 
hacerlo. Entonces, la referencia de cuál es el monto de las indemnizaciones que hoy se están dando, es 
aplicable al sistema actual. Si ponemos en funcionamiento un mecanismo de este tipo, indudablemente 
podemos estar en una situación en la que la cantidad de reclamos sea distinta y la cantidad de 
indemnizaciones sea diferente. ¿Por qué? Porque habrá un sistema más aceitado funcionando. 
Entonces, ahí entra el perfil técnico del cálculo actuarial. Esto no quiere decir que haya que dilatar una 
decisión durante meses. De pronto habría que pedir a la gente que maneja estos datos que nos 
permitan conocer si estamos frente a una evaluación económica adecuada. Acá se establecen montos 
máximos, de acuerdo con lo que establece el artículo 8”; ahí tenemos una cifra. La cifra del aporte, 
supongo que el señor Presidente lo maneja en función de una estimación, pero no figura en el 
articulado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero hacer varios comentarios. 


Este tema está en el orden del día casi desde el comienzo de esta Legislatura y cuando se empezó a tratar yo 
no estaba, pero leí las versiones taquigráficas y tuve oportunidad de hablar con mi suplente, quien me 
trasmitió lo que había pasado: vino FEMI, el Sindicato Médico y conocemos sus opiniones. 


Sabemos que este es un tema de fondo. Estoy absolutamente convencido de que la relación médico-sociedad 
está en una crisis que es aún mayor que hace muchos años, por distintas razones. El ejercicio de la medicina 
es muy serio en cuanto a la relación con la sociedad. 


Quiero decir dos cosas para que consten en la versión taquigráfica. 
Tengo constancia de la consulta que se hizo a la doctora Szafir, del Instituto de Derecho Civil. 


Considero que este es uno de los mejores proyectos que estamos analizando desde el punto de vista de la 
técnica legislativa. Sin embargo, podemos discutir lo que planteó el señor Diputado Lacalle Pou y considerar 
algunas dudas del señor Diputado Alonso. Después de haber leído las declaraciones del Sindicato Médico del 
Uruguay estoy más convencido de que hay que aprobar este proyecto lo más rápidamente posible. Me parece 
increíble el argumento de los médicos que no quieren que nosotros legislemos, dejando que resuelvan sus 
problemas ellos mismos. Lamento no haber estado presente en esa oportunidad para haber expresado lo que 
siento. 


Este proyecto garantiza dos cosas. Es una iniciativa a favor del médico y del paciente. Cuando se genera un 
daño hay alguien que lo generó y otro que es su víctima. Es cierto que hace quince o veinte años en Uruguay 
no existía la cantidad de demandas por mala praxis que aparecen hoy. Esto no significa que los médicos de 
hoy sean peores que los de antes sino que es consecuencia de la falta de cultura de demanda con respecto a 
los médicos. Todos somos conscientes de que ha habido una cambio cultural importante en la relación del 
médico y el paciente. 


Hoy los médicos sienten "temor" -entre comillas- frente a cada paso que dan porque puede implicar un grado 
de responsabilidad por mala praxis; muchas veces no comprenden cuál es el protocolo porque no lo tienen. 
No debemos olvidar que se trata de una ciencia biológica. 


También debemos considerar otro problema que han planteado los médicos: hoy existen seguros médicos 
para cubrir mala praxis y futuras demandas. Los médicos, como cualquier profesional o ciudadano, son 
pasibles de ser demandados si se entiende que se ha atacado algún derecho de un tercero. En algunos casos la 
mala praxis incluye la vida, que es un tema muy sensible. Por lo tanto, comprendemos la sensibilidad de los 
médicos que sienten el temor de no poder actuar libremente porque se autocensuran. Conozco casos de 
médicos sorprendidos que después de haber dejado de ejercer reciben demandas por situaciones que se dieron 
diez años atrás. Ellos se sienten totalmente desamparados y a veces ni siquiera recuerdan lo que sucedió. 


Creo que este proyecto, que no soluciona todo el problema, da un paso importante, porque como ya dije, 
garantiza dos cosas. Por un lado, no deja librado a algunos médicos a un seguro médico, que seguramente es 
mucho más caro que un fideicomiso. Es decir que los médicos van a poder resolver un gran problema, que es 
la insolvencia; se da una garantía hasta determinado monto de aproximadamente US$ 160.000, que para 
nuestro país es exageradamente alto. Esto da cierta garantía de cobro a la persona que siente agraviados sus 
derechos. No hay nada peor que una persona en estas circunstancias, que logra una sentencia favorable por 
parte del Juez, pero no logra resarcimiento porque hay una insolvencia de la otra parte. 


También le da garantías al médico porque va a asegurar que un juicio no termine destruyendo su carrera 
profesional o económica. 


El señor Diputado Alonso hizo referencia con mucha inteligencia a que los montos que se manejan son 
anteriores a que los futuros demandantes supiesen que tenían la garantía de pago. Por lo tanto, van a 
aumentar las demandas y los montos de las sentencias. Me voy a permitir discrepar. El señor Presidente de la 
Comisión consultó al Profesor Gamarra no por casualidad -es un excelente Profesor de Derecho Civil- ya que 
desde hace varios años comenzó a trabajar el tema de la responsabilidad médica. Con anterioridad la línea 
más aceptada en la doctrina por los Jueces que aplican el Derecho Civil contemplaba la afectación y el daño 
en cuanto al monto de la responsabilidad, inclusive si el daño es moral. El propio doctor Gamarra ha llegado 
a una especie de tabla que los Jueces, por lo menos en los últimos veinte años, han seguido. Conozco pocas 
sentencias que hayan salido de esa tabla. Puedo asegurar que por distintas argumentaciones de Gamarra - 
adelanto que no las comparto pero son las que se aplican en nuestro Derecho- se generan montos de 
resarcimiento a los daños de acuerdo con la realidad económica de nuestro país y que son pequeños. 


En Uruguay no existe el daño punitivo, a diferencia de lo que sucede en otros países. Los Jueces han aplicado 
en muchísimas oportunidades -no solo en casos de mala praxis- esta tabla y estos criterios generales que han 
acotado enormemente los montos de resarcimiento. Creo que el cálculo podría fijarse y hacerse una previsión 
mayor. Cuando se hacía referencia a sentencias entre US$ 80.000 y US$ 120.000 hay que agregar que son 
aquellas que se ganan. Tenemos que hablar claro: no todos los juicios por mala praxis se ganan; muchas 


veces los médicos son demandados y no hay razón por parte del demandante. La gran mayoría son juicios 
que gana el médico, que demuestra que actuó correctamente y ha apelado a las normas médicas y éticas de su 
profesión. Inclusive, los montos de las sentencias están de acuerdo con la jurisprudencia generada en 
Uruguay, y puedo decir, en virtud de mi humilde experiencia -basada en lo que viví en el ejercicio liberal de 
mi profesión antes de ser electo Diputado-, que en algunos casos se condena a resarcimientos por montos 
exageradamente chicos. No quiero citar casos puntuales, pero recuerdo que por un error grave en el que se 
infectó a una persona con el virus de VIH debido a una transfusión, se sentenció a un resarcimiento - 
lamentablemente, señor Diputado Lacalle Pou, daré la cifra en moneda norteamericana- de US$ 2.500. 


Hemos tenido tiempo de estudiar el proyecto. Por supuesto, podríamos aplazar su análisis para estudiar lo que 
plantea el señor Diputado Alonso. 


Desde el punto de vista del fondo, creo que el espíritu del proyecto es al revés de lo que planteó el señor 
Diputado Lacalle Pou, ya que esta iniciativa garantiza y da mayor justicia, por cuanto no deja librada la 
posibilidad de litigar solo en el caso de que los médicos tengan capacidad de resarcimiento. Es decir, 
actualmente si alguien padece mala praxis con un médico que de casualidad tiene un seguro médico -que 
tiene esa posibilidad porque está en una institución determinada-, podrá litigar con cierta seguridad de que si 
el juez le da la razón podrá ser resarcido, pero si el médico no tiene seguro y el juez falla a su favor, no tendrá 
mecanismos para que lo resarzan, lo que creo que es injusto. 


También es injusto que algunos médicos trabajen con la tranquilidad de sentirse respaldados por un fondo, un 
seguro o una cobertura, sabiendo que si cometen un error por mala praxis - humano como cualquier otro; no 
siempre existe intencionalidad- serán apoyados, y otros no. 


SEÑOR ALONSO.- Pensé que el señor Diputado Cánepa explicaría por qué no estaba de acuerdo con 
lo que yo dije; sinceramente, me gustaría saber si existe alguna explicación. 


Lo que digo es que si actualmente tenemos un sistema con determinada cantidad de denuncias, volumen de 
condenas, es porque, entre otras cosas, hay un marco determinado que posibilita que el paciente que se sienta 
perjudicado decida con su asesor legal iniciar una demanda en función, entre otras cosas -es natural- de la 
capacidad patrimonial del demandado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es así, y luego voy a contestar. 


SEÑOR ALONSO.- Yo creo que sí. 


Si el demandante sabe que el individuo que supuestamente cometió el error trabaja en una mutualista y va a 
trabajar en ómnibus, actuará en función de ello, pero si tiene un Porsche -que los hay- probablemente se vea 
inducido a entablar una acción distinta. Eso es lo que tenemos hoy. 


El sistema que se propone -adelanto que me parece una buena idea- supone que el médico que va a trabajar 
en ómnibus y el que va en su Porsche tengan la misma cobertura, porque estarán cubiertos por el mismo 
fondo. Por lo tanto, el paciente tendrá un elemento distinto al que tiene hoy para decidir con su asesor legal, y 
la situación no será la misma. 


Entonces, no creo que podamos repetir el argumento en base al famoso planillado o la estadística elaborada 
en base a los antecedentes y extrapolarla a lo que podría pasar si funciona un mecanismo de estas 
características que, repito, una de sus virtudes es dar más seguridad al paciente que se siente perjudicado para 
ser resarcido. Es decir, este sistema no solo brinda cobertura al médico -que aportará a un fideicomiso y no 
verá afectada su situación patrimonial en el caso de que se haya dado un extremo de los que se contemplan-, 
sino también al paciente. 


En virtud de que se propone un sistema distinto, pregunto nuevamente por qué se supone que dará la misma 
cantidad de demandas y los mismos montos de resarcimiento, pero no se me contestó. 


Quizás no se haya entendido lo que dije anteriormente. Existe en la técnica evaluatoria de los proyectos 
económicos -este es uno de ellos- una especialidad, que está a cargo de individuos que hacen los llamados 
cálculos actuariales que, precisamente, toman en cuenta, entre otros elementos, datos poblacionales y del 


universo que abarcará el nuevo instrumento, para hacer las proyecciones correspondientes, para las que se 
consideran, entre otros, factores de índole sanitario, y con datos estadísticos se determinan las probabilidades. 
Este procedimiento se utiliza en el mercado de los seguros: la prima de los automóviles que se paga por 
determinado seguro se calcula en función, entre otras cosas, de la evolución de la sociedad, es decir, de la 
cantidad de autos que se venden y de los modelos que circulan. Por esa razón, no es lo mismo el costo de un 
seguro en Montevideo que en Nueva York. Por ejemplo, los autos importados pagan seguros más caros, no 
porque sean importados, sino porque los repuestos son más caros. 


El mundo de los seguros se basa en el cálculo actuarial y es el aporte que quiero hacer. Para que el proyecto 
goce de buena salud debe contar con un estudio profesionalizado y llevado a los niveles técnicos que 
correspondan para saber si estamos en el camino adecuado, nada más, porque hay algunas variables, no 
todas, que tienen su afectación económica en determinada área del proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a contestar al señor Diputado Alonso. 


En primer lugar, la existencia de esta norma no autorizaría a aumentar el monto de las indemnizaciones, 
porque el concepto de reparación es que las cosas vuelvan al estado en que se encontraban antes de que se 
cometiera el daño. Por lo tanto, acá no puede haber un aumento en los montos de las sentencias. 


En segundo término, no tendrían por qué aumentarse las demandas. Hoy las demandas se entablan contra las 
instituciones médicas y hoy no existe ningún caso de alguien que haya tenido una sentencia a favor y no haya 
cobrado. Las instituciones médicas pagan. En Uruguay la asistencia la brinda Salud Pública y el sistema 
mutual; el porcentaje de cobertura del nivel privado es casi nulo, que sí tiene seguro porque quienes pueden 
vivir de la medicina privada son médicos de muy altos ingresos -por ejemplo, cirujanos plásticos- y 
naturalmente se cubren. Por esta razón, creo que los montos de las sentencias no aumentarán. 


El sistema que se prevé no protege solo a los médicos individualmente, sino también a la salud privada que, 
si no se hace nada, corre el riesgo de caer en bancarrota. Es decir, el sistema no favorecerá a los médicos sino 
también a la Asociación Española Primera de Socorros Mutuos, a COMEF -Cooperativa Médica de Florida-, 
a CAMEDUR -Cooperativa de Asistencia Médica de Durazno-, etcétera. Todas estas mutualistas pagan los 
resarcimientos y rara vez -es un problema cultural- se repite la demanda contra los médicos. 


SEÑOR LACALLE POU.- Comparto lo que dice el señor Diputado Cánepa. Él hizo un extenso relato 
acerca de la realidad de los médicos y de otros profesionales. Todo eso lo sabemos y lo hemos 
escuchado. Además, en el Senado se trató un proyecto de ley -el señor Presidente hizo una breve 
referencia- relativo a la limitación de las cuantías a reclamar, y hubo una discusión muy fuerte. 


Lo que se está planteando aquí no es la existencia o no de las sentencias, cuántas y qué monto deben tener, 
sino cómo deben saldarse, y esto es a través de un fideicomiso. Y entre otras cosas, los redactores de este 
proyecto proponen la obligatoriedad de un fideicomiso. Entonces, desde mi punto de vista, el centro del 
asunto es si hacemos obligatorio o no el aporte y si mediante este fideicomiso podemos llegar a inhibir la 
práctica de la medicina, por lo menos no honoraria, por parte de los profesionales médicos. 


Me estoy refiriendo a que, según el inciso segundo del artículo 3” de este proyecto, la persona no puede 
recibir un pago y ninguna institución puede abonar sueldos a médicos; estamos hablando del médico que 
tiene un Porsche, como decía el señor Diputado Alonso, o del que anda en "chiva" y que de vez en cuando 
pueda conseguir una consulta en alguna institución, ya sea pública o privada. Todos conocemos la historia 
que cuenta el señor Diputado Cánepa, pero yo no sé si este es el instrumento para satisfacer esa necesidad 
que advierto. 


El señor Diputado Cánepa también hablaba de que en medicina el elemento es la vida, o que muchas veces 
ella está en juego cuando nos encontramos frente a un profesional de la medicina. Pero esto no le sucede a 
todos los médicos, porque un oncólogo no es igual que un pediatra y un cardiólogo no es igual que un 
deportólogo o un dermatólogo. 


Entonces, debemos hacerlo obligatorio para todos: para que el que está cerca del riesgo y para el que no lo 
está debido a la especialidad médica que practica. ¿Hacemos que todo el mundo aporte lo mismo, tanto el 
médico pudiente que ha hecho mucho dinero con la práctica de la medicina como aquel que pichulea y la 


pelea para llegar a fin de mes? Me parece que eso es lo que deberíamos discutir; no quiero centrar el tema en 
lo que a mí me parece, pero es lo que hace este fideicomiso. Y por eso el señor Presidente lo comparó - 
salvando las distancias- con la obligatoriedad del seguro contra terceros en los automóviles. 


Ese es el corazón del asunto: debemos analizar si desde aquí, levantando la mano en el Parlamento, vamos a 
obligar a todos los médicos del Uruguay a aportar por igual. Creo que primero debemos analizar si los 
obligamos y luego si todos los médicos deberán aportar lo mismo. 


Señor Presidente: me atrevo a decir que no creo que estemos votando un proyecto de justicia. Sabemos que 
existe la necesidad de solucionar el tema, pero no sé si este es el instrumento adecuado; no sé si puede 
obligar a que todos aporten lo mismo, tanto el médico que se traslada en un Porsche como el que anda en una 
" E " 

chiva". 


SEÑOR PRESIDENTE. El artículo 5” del proyecto redactado por la doctora Szafir dice: "El aporte de 
los Fideicomitentes deberá ser proporcional al riesgo cubierto por el FIMED y se graduará de acuerdo 
a lo que determine la Reglamentación de éste, la que podrá establecer categorías teniendo en cuenta los 
diferentes riesgos que supone el ejercicio de las distintas especialidades médicas". Y el artículo 5” del 
proyecto original dice: "El aporte se graduará de acuerdo a lo que determine la reglamentación, la que 
podrá establecer categorías teniendo en cuenta el riesgo diferente que supone el ejercicio de las 
distintas especialidades". 


SEÑOR LACALLE POU.- Ese texto utiliza el término "podrá". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Naturalmente, porque en una ley que debe ser un marco de referencia y no 
un modelo ejecutivo no podemos determinar, paso a paso, la enorme cantidad de situaciones que se 
pueden dar a partir de la actividad médica. En primer lugar, sería absurdo hacerlo porque 
permanentemente están surgiendo especialidades médicas. Por ejemplo, a principios de la década del 
setenta no existían los CTI y tampoco existía la especialidad de médico intensivista; los primeros 
médicos intensivistas que hubo en Uruguay -entre los que se encuentra el señor Senador Alberto Cid- 
fueron a recibirse a la ciudad de San Pablo porque aquí no había un Centro de Tratamiento Intensivo. 
Al respecto quiero reivindicar que el primer Centro de Tratamiento Intensivo se instaló en el Hospital 
Filtro. 


Entonces, lo que puede establecer la ley es el marco y luego la reglamentación determinará las 
especialidades. Debemos tener en cuenta que dentro de 20 años van a existir especialidades con las cuales 
hoy no soñamos. Por tanto, como no se puede establecer apiorísticamente en una ley cuáles son las 
especialidades; se debe permitir que la reglamentación lo vaya determinando. Esto significará que no todos 
los médicos aporten lo mismo, porque muchas veces esto puede ser un síntoma de desigualdad. Pero ¿por qué 
la obligatoriedad? Esto no se debe solamente a un problema de costos, sino de justicia. El problema es que si 
no establecemos la obligatoriedad van a ser pocos los profesionales que accedan a un seguro de 
responsabilidad médica. Cuando concurrieron los representantes del SMU plantearon que si no era 
obligatorio, ellos aspiraban -lo cual es muy distinto a que ellos lo concreten- a que dentro de cinco años el 
50% de los médicos estuvieran incluidos en lo que pretendían organizar. 


Aquí se dan situaciones que pueden ser profundamente injustas, porque una especialidad de riesgo es, por 
ejemplo, la de emergencista. Quienes hemos trabajado en esto sabemos que en los últimos años en la 
emergencia del Hospital Pereira Rossell -si los señores Diputados van lo podrán ver- las madres hacen cola 
con sus niños en brazos para ser atendidas, y debe salir permanentemente una médica o un médico para 
determinar a quién van a atender primero. Ustedes comprenderán que los médicos de las emergencias pueden 
cometer errores con mucha más probabilidad que otro que recibe solo ocho pacientes por día en su propio 
consultorio y a quienes atiende durante 45 minutos; naturalmente, las posibilidades de error que tiene este 
otro médico son menores. 


Además, hay que destacar que en responsabilidad médica no se castiga ni se penaliza el error, sino que se 
penaliza el horror, porque la medicina, como decía el señor Diputado Cánepa, no es una ciencia exacta; la 
medicina no es igual que la física, que afirma que si soltamos un objeto, en todos los casos va a caer, porque 
la ley de gravedad se va a cumplir siempre. Sin embargo, en medicina los mismos síntomas pueden dar lugar 


a distintas enfermedades. Si se diagnostica correctamente la enfermedad, se pueden llevar a cabo distintas 
acciones terapéuticas y si el médico optó por la mejor de ellas, el paciente puede reaccionar bien o no a la 

medicación. En medicina se trabaja mucho con porcentajes. Si una persona tiene determinada infección y 

toma cierto antibiótico tiene el 90% de probabilidades de que dicho medicamento sea efectivo, pero puede 
estar en el 10% restante. 


Estas son las cosas que creo que hay que considerar. Aquí se habla de obligatoriedad y de que no podrán 
cobrar el sueldo, y esto es lo que pasa con la Caja de Jubilaciones Profesionales; nosotros tenemos que 
presentar un certificado que establezca que estamos al día con dicha Caja para cobrar el sueldo. En este caso 
también podríamos decir que la gente puede hacer lo que quiera, pero si algunas personas no aportan y no se 
hacen un seguro de retiro cuando cumplan sesenta o setenta años alguien va a tener que hacerse cargo de 
ellas. 


Por lo tanto, creo que la obligatoriedad en este proyecto es de profunda justicia, ya que de otro modo 
accederán a determinadas condiciones exclusivamente aquellos médicos que estén en condiciones de pagar 
seguros que rondan los US$ 500 y los US$ 800 por año, y eso es mucho dinero para algunas personas. 


Entonces, los médicos recién recibidos, que son los que realizan las guardias nocturnas -a nadie la gusta estar 
24 horas de guardia; eso, en general, lo hace la gente más joven- podrán estar protegidos, en la medida en que 
haya una solidaridad en estos que ejercen la profesión. No hay que olvidar que el propio proyecto permite 
que las instituciones mutuales puedan incorporarse al sistema, con lo cual también damos una cobertura a 
instituciones que puedan quedar dadas vuelta con los millones de actos médicos que se hacen por día 
susceptibles en ese sentido. Entonces, poner en duda la obligatoriedad de esto, es poner en duda todo lo que 
es seguridad social o solidaridad social. 


SEÑOR ALONSO.- Este tema fue incorporado al orden del día y ya hemos hecho una primera 
discusión. Pienso que, como en muchos órdenes de la vida, cuando uno tiene que tomar una posición 
respecto a algo que se le presenta como estímulo, habla más de las correcciones que le haría que de las 
virtudes que tiene. En este caso, quiero señalar que este proyecto es genéricamente oportuno, que el 
instrumento que se elige es moderno, adecuado y está bien inspirado, que es una solución inteligente y, 
además, muy práctica porque no incurre en un exceso de reglamentación o bucea en toda la 
problemática, sino que lo que hace es acotarla al aspecto genérico desde el punto de vista económico. 
Creo que esas son las virtudes que tiene esta iniciativa y, además, se ha tenido la prolijidad de convocar 
a los distintos actores y recurrir al asesoramiento de gente estudiosa del tema. No obstante, me gustaría 
tener, repito, un mayor grado de análisis o de certeza respecto de la viabilidad económica. 


Quizás vayamos a ingresar ahora a la discusión política de un tema que no necesariamente es político, pero 
que tiene que pasar -como todos los que ingresan en esta Casa- por algún filtro de carácter político. A partir 
de ahí, tendríamos que trasladar el tema a nuestra bancada -ustedes ya lo tienen resuelto en las suyas- porque 
ya estamos aproximándonos a una definición. Entiendo que hay urgencias, pero debemos manejarnos con 
tiempo. Como vamos a empezar el tratamiento del proyecto de presupuesto, me gustaría que el tema quedara 
liquidado en la Cámara este año. No voy a decir a ninguno de ustedes -menos a los viejos lobos de la Casa- 
que cuando más consensuadas están las cosas, más fácilmente salen de esta Cámara y de la de Senadores. 
Entonces, procuremos manejar el tema como la criatura que queremos hacer crecer y prosperar, que pase de 
la Comisión al plenario y, a partir de allí, se transforme en ley. 


Estimo que podríamos hacer un intermedio en el tratamiento de este proyecto y analizar algunos temas que se 
han planteado. Quizás el argumento más frontal en contra del proyecto sea el del señor Diputado Lacalle Pou 
que, por supuesto, vamos a discutir con él. 


SEÑOR SALSAMENDI.- La mayoría de las objeciones que plantea el señor Diputado Lacalle Pou 
coinciden casi en su integralidad con las que planteó la delegación del Sindicato Médico y la FEMI. 
Estos planteos están en la versión taquigráfica y todos conocíamos cuál era la posición que se nos había 
trasladado. 


SEÑOR LACALLE POU.- Yo no lo sabía. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Obviamente, son objeciones atendibles desde esa perspectiva. 


Por otro lado, quiero aclarar que FEMI no comprometió una opinión porque aún no había terminado su 
proceso de discusión interna, sino que, básicamente, fue una opinión del Sindicato Médico del Uruguay. En 
esa oportunidad, se planteó el tema de la mediación, es decir, la posibilidad de una resolución extrajudicial, 
inclusive, invocando la experiencia que tiene México al respecto. Quiero dejar constancia en la versión 
taquigráfica de que agradezco que me hayan enviado inmediatamente los materiales que solicité. 


En mi opinión, ese es un punto que debe ser incorporado en este proyecto. Soy un ferviente defensor de la 
búsqueda de la posibilidad de autocomposición de cualquier conflicto que se plantee; en la medida en que 
esto no se obtenga, definitivamente, se deberá recurrir a la vía judicial. 


No voy a plantear ahora por qué, ni contestar las críticas que esto tiene, pues lo haremos en el momento en 
que se plantee concretamente la discusión. 


Esto no es un impuesto ni una tasa. En cualquiera de los dos casos estaríamos inhibidos de aprobar este 
proyecto no diría desde el punto de vista legal, sino porque objetivamente se requeriría otra discusión. 
Además, estaríamos imponiendo algo -impuesto, tasa o lo que fuere- a un sector determinado de ciudadanos. 


El tema que se plantea aquí es, precisamente, que la posibilidad eventual de pretender una reparación integral 
del daño causado no dependa exclusivamente de la capacidad económica del eventual demandado. Por eso, 
en el esquema que aquí se plantea -con la aclaración que hizo el señor Presidente- quizás haya todavía una 
cuestión que tiene que ver con el texto en sí mismo en relación con lo que implica la responsabilidad de la 
institución y con lo que implica la responsabilidad eventual de aquel que realiza el acto médico 
individualmente considerado. 


Hay que tener en cuenta que hoy las demandas se dirigen fundamentalmente contra las instituciones y, 
específicamente, contra las de asistencia médica colectiva, o con formato de cooperativas médicas, que 
llamamos sistema mutual. En realidad, este proyecto no es contra los que perciben menores ingresos sino que 
es un proyecto que presumimos pretende, fundamentalmente, solucionar las situaciones que se dan con los 
que perciben menores ingresos, desde el punto de vista de su trabajo. A su vez, la existencia de un 
determinado seguro puede habilitar la posibilidad de una mayor voracidad por demandar en función de saber 
que la posibilidad de cobro existe. Yo quiero ser absolutamente sincero en cuanto a que esta no es una 
posibilidad que descarto. El problema es que la contracara de eso es que quizás entonces deberíamos concluir 
en que hay una porción importante de ciudadanos uruguayos que teniendo derecho no accionan para reparar 
un daño que le causaron porque presumen que no tendrían la posibilidad de cobro. Como conclusión, me 
hago un refuerzo argumental en favor del proyecto planteado. 


SEÑOR ALONSO.- ¡Estoy de acuerdo! 


SEÑOR SALSAMENDI.- Insisto, digo esto no solo en función de los argumentos planteados acá, sino 
de representantes que respeto y valoro enormemente, que obviamente conocen este tema -no se me 
escapa que tienen una posibilidad de incidencia muy fuerte en la opinión pública- y que, además, el 
nivel de afiliación entre sus representados es muy importante. Por lo tanto, asumo que allí hay una 
opinión que refleja a la mayoría de los profesionales que ejercen la medicina en el Uruguay. Uno no 
puede livianamente pasar por encima de una opinión de ese tenor diciendo: 'Ya lo escuché y ahora voy 
a probar sin dar demasiado argumento de por qué lo hago". No me parecía una actitud responsable. 


Yo no he encontrado todavía respuesta a otros problemas que están planteados que son los que el proyecto 
pretende atender. ¿Qué ocurre precisamente con aquellos que puedan llegar a no tener la solvencia necesaria? 
Acá hay una argumentación de carácter más genérica que también esgrimió la delegación del Sindicato 
Médico del Uruguay. Ellos dijeron que era correcto el tema de la reparación integral del daño pero ¿por qué 
se fija un esquema o un sistema especial con una profesión determinada? ¿Qué pasa con las demás 
profesiones? Esto no quedó en la versión taquigráfica, pero yo les pregunté sobre esto, porque me parecía 
elemental. Por ejemplo, ¿qué ocurre con la enorme cantidad de demandas laborales que terminan 
sentenciando a empresas insolventes? ¿Por qué no un seguro? Insisto, este es un argumento que 
eventualmente puede ser atendible. En mi opinión, el señor Diputado Orrico, por las razones que esgrimió, 
creo que da respuesta a este tema. Lo que existe -y lo quiero decir absolutamente con todas las letras- es un 


cuestionamiento a la forma en que el Poder Judicial resuelve las demandas que, en algunos casos -y quiero 
aclararlo expresamente-, comparto. Reconozco que en muchísimos casos quizás pueda existir una forma de 
valorar las demandas que se presentan y uno podría decir que deberían desarrollarse de otro modo. Es un 
problema general que yo no podría discutir en este ámbito. Creo que esta es una opinión personal. Por 
ejemplo, no me gusta cómo evalúa la justicia civil los daños que se producen en el caso de accidentes de 
tránsito. 


Yo pregunté concretamente -y no obtuve respuesta- si acá había una denuncia, si existía alguna forma de 
indefensión de los médicos ante el sistema judicial, y si lo que se estaba cuestionando directamente acá era al 
Poder Judicial en su forma de resolver las demandas que se presentan. No existió respuesta. Por lo tanto, 
asumo que ese problema no está planteado. Con esto quiero decir que ingresar en la discusión sobre si la 
reparación es pertinente o no, si se realiza de acuerdo a reglas, con los asesores o no, es una discusión que 
claramente no corresponde a este proyecto. 


Francamente, comparto con el Diputado Alonso que es bueno todo aquello que ayuda a valorar en su absoluta 
integridad dentro de los márgenes que se pueda prever y acotar la eventualidad de errores. Me parece que es 
una posibilidad que francamente en absoluto descarto, entre otras cosas, porque el análisis concreto de un 
articulado relativamente extenso y además, con los aportes que ha realizado el Instituto, nos va a insumir un 
tiempo de discusión y lamentablemente no vamos a poder aprobar el proyecto en forma rápida, a menos que 
el señor Diputado Lacalle Pou se vaya nuevamente de viaje y nos dé la posibilidad de votarlo cuando no esté. 


(Interrupciones-Hilaridad) 


SEÑOR LACALLE POU.- Que conste que fue el único viaje que hice en estos seis años y no lo hice con 
el erario del Estado. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Por otro lado, la discusión que se plantea con relación a las diversas 
probabilidades de generar daños que eventualmente puedan ser susceptibles de alguna reclamación en 
función de la especialidad con la que se trabaje, creo que no tiene otra posibilidad que dejarla librado 
a la reglamentación. Digo esto, entre otras cosas, porque ese es un argumento muy difícil de manejar 
porque, por ejemplo, un dermatólogo o un pediatra tiene menos posibilidades de necesitarlo, pero creo 
que depende del caso. Para decirlo muy simplemente, a partir de un diagnóstico inicial erróneo que 
haga que se actúe de forme equivocada o no se actúe sobre determinada situación, puede 
desencadenarse determinado tipo de reacciones, etcétera que, en definitiva, culminen en un hecho 
determinado que quizás sea el síntoma concreto de algo que, evidentemente, tuvo un inicio. 


Otro planteamiento en general -insisto, no es un tema en el que podamos ingresar-: las condiciones en las que 
trabajan los profesionales médicos en el Uruguay -por un montón de razones- hacen que no se tengan los 
elementos suficientes y necesarios para la tarea. Eso es un resorte típico de la decisión judicial. Me refiero a 
si hay un error excusable, si se sometió a la persona, en función del sistema de trabajo, etcétera, a una presión 
indebida que la llevó a determinada situación. Esos son elementos que se tendrán en cuenta cuando se debe 
resolver en concreto, tanto para determinar si existió responsabilidad como para estimar el monto de esa 
responsabilidad. Esas funciones son estrictamente del Poder Judicial y no determinables -en mi opinión- en 
un proyecto de ley, en este caso. No digo que no se pueda determinar "a priori” las eximentes de 
responsabilidad, las atenuantes, etcétera porque todos sabemos que esto existe, pero prever en este proyecto 
cuáles pueden ser las diversas situaciones que se pueden plantear, me parece que es imposible y opto por 
dejarlo librado a la resolución judicial en el caso concreto. 


Por último, quiero decir que en el artículo 5” está prevista la posibilidad de determinar aportes diferenciales 
con la comparación que hoy hacía el Presidente con el tema de los aportes a la Caja Profesional. Me parece 
que esa es una comparación válida, aunque estemos hablando de temas diferentes. Cualquiera de nosotros 
aporta, en función de la cantidad de años de recibidos, no por los ingresos, en el caso de la Caja Profesional; 
esto es así. En este proyecto se prevé una salvaguardia, que a mi gusto lo resuelve inteligentemente. 


Hay un tema en el que quizás deberíamos detenernos más: los médicos que ejercen la medicina en forma 
alternada, por ejemplo, los suplentes. En esos casos, puede ocurrir que en un tiempo relativamente amplio no 
estén ejerciendo la medicina y que lo hagan ocasionalmente, en función de las citaciones. Deberíamos buscar 
una redacción que tome en cuenta esa situación que se da frecuentemente. 


SEÑOR LORENZO.- Quería hacer algunas manifestaciones genéricas y no entrar en aspectos que 
deberían ser discutidos cuando se considere el articulado, más allá de que evidentemente la posición a 
favor o en contra del proyecto estará definida por su redacción concreta. 


Me parece apropiado establecer un mecanismo de esta naturaleza para atender la situación que se plantea. 
Digo esto viendo la situación desde la perspectiva de las víctimas porque, de alguna manera, aumenta la 
posibilidad de que se pague el resarcimiento definido judicialmente. 


Desde el punto de vista de los causantes del daño, dependiendo de cuál sea la regulación y atendiendo 
aspectos como los que ha planteado el señor Diputado Lacalle Pou, todo dependerá de si se va en contra de 
algunos profesionales que tienen ciertos perfiles socio-económicos, con posibilidades laborales distintas. 


No es un tema menor el que se ha planteado y me parece determinante, pero lo primero que debemos definir 
es si estamos de acuerdo con establecer mecanismos de este tipo; genéricamente, digo que sí. Pero hay que 
tener en cuenta aspectos concretos como saber si esta es la forma apropiada o podría establecerse un seguro 
obligatorio; es un tema a analizar. En principio, adelanto que un patrimonio de afectación como el que se 
establece es correcto porque un seguro significaría dejar en manos de otro regulador el mercado de seguros, 
aunque tome los mismos criterios de cálculo actuarial. Entonces, vamos despejando temas que sería bueno ir 
analizando. Cuando se considere el artículo 1? y hablemos de crear un fideicomiso, veremos si ese es el 
mecanismo o no. 


Por otra parte, quería manifestar que establecido el mecanismo que se propone, el del seguro -que da lugar a 
una individualidad, a una especificidad respecto de cada persona concreta, más allá de los cálculos 
actuariales-, hay que atender aspectos como los que bien marcó el señor Diputado Lacalle Pou, respecto del 
carácter solidario de un fondo de esta naturaleza. Algo se considera en el artículo 5* respecto de las distintas 
especialidades, las de mayor y las de menor riesgo. Adelanto que estoy en contra de esa discriminación, 
aunque el proyecto concreto marca la posibilidad de establecerla. En la redacción original se estipula 
"establecerá"; me había anotado: "podrá establecer" como una redacción sustitutiva que después veremos. 


Otro tema es el de la obligatoriedad y otro no menor es qué tipo de aporte al fondo se establece, si es fijo o se 
define en función de lo que podría llamarse, aunque no quiero utilizar terminología tributaria, "un hecho 
generador". Este no es un tema menor. Estoy haciendo un análisis macro y luego veríamos la redacción. 


El tercer punto, que tampoco es menor, tiene que ver con los planteos que ha hecho el señor Diputado 
Alonso, es dónde hacemos el corte de lo que regula la ley y lo que regula la reglamentación. Soy contrario a 
establecer detalles específicos que rigidicen una ley, por ejemplo, los montos máximos, más allá de que la ley 
también permitiría modificarlos. Creo que hay que dejarlo en manos de la reglamentación y después se verá, 
si es que lo propone la Comisión Administradora. 


Quería hacer estos comentarios en estos tres planos de análisis como previos a una consideración particular 
del proyecto. Obviamente, al final del camino, más allá de las predisposiciones positivas o negativas que 
tengamos con respecto al proyecto de ley, estaremos a favor o en contra en función de las regulaciones 
específicas. De todas maneras, me parecía importante dar esta tónica. Comparto lo expresado por el señor 
Diputado Alonso en el sentido de darnos un tiempo para poder hacer un análisis de la discusión inicial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como primer día de debate, ha sido muy bueno e intenso. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


